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INFORME DE LEGALIDAD RELATIVO AL BORRADOR DE DECRETO POR EL QUE SE ESTABLECE LA JORNADA DE TRABAJO ANUAL PARA EL AÑO 2014 PARA EL PERSONAL FUNCIONARIO, ESTATUTARIO Y LABORAL DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE EUSKADI
I.- ANTECEDENTES

Con fecha 14 de enero de 2014 se solicita por el Director de Servicios del Departamento de Administración Pública y Justicia informe de legalidad respecto al Proyecto de Decreto de referencia.

El presente informe se emite en virtud de las competencias que al Departamento de Administración Pública y Justicia y a la Dirección de Desarrollo Legislativo y Control Normativo de la Viceconsejería de Régimen Jurídico, confieren, respectivamente, el artículo 6.1 h) del Decreto 20/2012, de 15 de diciembre, del Lehendakari, de creación, supresión y modificación de los Departamentos de la Administración de la Comunidad Autónoma del País Vasco y de determinación de funciones y áreas de actuación de los mismos, y el artículo 13.1.c) del Decreto 188/2013, de 9 de abril, por el que se establece la estructura orgánica y funcional del Departamento de Administración Pública y Justicia.
El expediente contiene, además del texto del proyecto de Decreto, la siguiente documentación: Memoria explicativa y Memoria económica (ambas elaboradas por la Responsable de Negociación Colectiva y Relaciones Laborales); informe jurídico emitido por la Dirección de Servicios del Departamento de Administración Pública y Justicia; certificación de la Directora de Relaciones Laborales referida al trámite de negociación colectiva; y Orden de 18 de diciembre de 2011, del Consejero de Administración Pública y Justicia, por la que se inicia el procedimiento de elaboración del proyecto de Decreto por el que se establece la Jornada de Trabajo Anual para el año 2014 para el personal funcionario, estatutario y laboral de la Administración de la Comunidad Autónoma de Euskadi.
II.- OBJETO, DESCRIPCIÓN, CONTENIDO Y NATURALEZA DEL PROYECTO
La disposición tiene por objeto, tal y como reza su título, el establecimiento de la jornada de trabajo anual para el año 2014 para el personal funcionario, estatutario y laboral de la Administración de la Comunidad Autónoma de Euskadi.
Conforme a la Memoria remitida, se pretende la determinación por el gobierno de la jornada de trabajo anual del año 2014 para los distintos colectivos representados en el ámbito de la negociación de la citada Mesa General. Dicha determinación posibilitará, a su vez, la negociación en el seno de las correspondiente Mesas Sectoriales de Negociación de la jornada, horarios y calendarios de trabajo que habrán de establecerse para el año 2014.

La norma contiene dos artículos –el primero dedicado al Ámbito de aplicación y el segundo a la Jornada de trabajo anual para el ejercicio 2014-, y una única disposición final.

Tiene su antecedente inmediato en el Decreto 173/2013, de 5 de marzo, por el que se establece la jornada de trabajo anual, para el ejercicio 2013, para el personal funcionario, estatutario y laboral de la Administración de la Comunidad Autónoma de Euskadi. 

El presente informe se ocupa de las diferencias de redacción que incorpora el borrador remitido en contraste con dicho Decreto, remitiéndonos al informe de legalidad emitido en su momento en lo que concierne a los extremos que permanecen inalterados. 

Resulta criticable que la Memoria remitida se circunscriba prácticamente a la exposición de los antecedentes que condujeron a la aprobación del Decreto 173/2013, omitiendo toda información sobre la razón de ser de las variaciones que introduce el borrador con respecto a las previsiones de aquel.

El promotor de la disposición, como ya ocurriera en ese precedente, opta por acotar su objeto a la fijación de la jornada para un solo año, siendo así que no se aprecian razones que impidan su aprobación con carácter indefinido, solución normativa que resulta más acorde con las exigencias del principio de seguridad jurídica al evitar situaciones como la presente en que se inicia el año sin que haya visto la luz una norma que suceda a la anterior.
III.- TÍTULO COMPETENCIAL Y MARCO LEGAL
La Ley 6/1989, de 6 de julio, de la Función Pública Vasca, contempla la jornada en su regulación de los deberes de los funcionarios, limitándose a dejar constancia de su obligación de cumplir estrictamente la jornada y el horario de trabajo establecido.
En el ámbito de la Administración de la CAE, la concreta jornada ha venido siendo objeto de fijación a través de Acuerdos reguladores de las condiciones de trabajo del personal funcionario –aprobados por los correspondientes Decretos- y por los Convenios Colectivos de aplicación en dicho ámbito.

El diseño normativo expuesto es acorde con los artículos 47 y 51 del Estatuto Básico del Empleado Público –en adelante EBEP-, aprobado por Ley 7/2007, de 12 de abril y, en definitiva, con la distribución competencial que contemplan los artículos 149.1.7ª y 149.1.18ª CE y 10.2 y 10.4 EAPV.
Este diseño quebró sin embargo con la aprobación de la Ley 2/2012, de 29 de junio, de Presupuestos Generales del Estado para 2012, cuyo disposición adicional septuagésima primera, en su apartado Uno establece que la jornada general de trabajo del personal del Sector Público no podrá ser inferior a treinta y siete horas y media semanales de trabajo efectivo de promedio en cómputo anual, previsión que se aprueba con carácter básico y que de manera expresa integra en su ámbito de aplicación a las Administraciones de las Comunidades Autónomas y al sector público dependiente de estas.

La jornada de 37 horas y media semanales en promedio anual se convirtió así en mandato de obligado cumplimiento, disponiendo el apartado dos de la disposición adicional mencionada la suspensión de todas las previsiones que en acuerdos, pactos y convenios se aparten del mismo.

Y ello al margen del juicio que desde consideraciones de constitucionalidad merezca el referido mandato, juicio negativo en lo que se refiere a esta Comunidad Autónoma que no en vano ya ha interpuesto recurso de inconstitucionalidad contra la mencionada ley en relación, entre otros, con el precepto que nos ocupa.
El contexto normativo expuesto, que ya regía cuando vio la luz el Decreto 173/2013, de 5 de marzo, permanece vigente sin apenas cambios.


La única variación a destacar, dada su incidencia directa en el régimen de jornada, resulta de la modificación operada en el apartado k) del artículo 48  EBEP a resultas de la entrada en vigor de la Ley Orgánica 9/2013, de 20 de diciembre, de Control de la Deuda Comercial en el Sector Público, cuya disposición adicional cuarta ha aumentado a cuatro el número de días de permiso por asuntos particulares a los que tienen derecho los empleados públicos en lugar de los tres reconocidos con anterioridad.

Nos adentramos a continuación en el texto de la propuesta, si bien procede antes señalar que, en lo que se refiere al procedimiento de elaboración de la disposición y a su sometimiento a la preceptiva negociación colectiva, nos remitimos al examen realizado por el informe jurídico de la Dirección de Servicios. No cabe sino añadir que el expediente remitido no incluye la versión en euskera del borrador, en discordancia con lo dispuesto en el Acuerdo de Consejo de Gobierno de 14 de mayo de 2013, por el que se aprueban las medidas para la elaboración bilingüe de las disposiciones de carácter general. 
IV. ANÁLISIS DEL ARTICULADO
Aun cuando se trata de una cuestión menor, iniciamos este apartado destacando un error en el título –la falta de la preposición «de» para aludir al personal funcionario, estatutario y laboral de la Administración-, error que, aunque apuntado en el informe jurídico de la Dirección de Servicios, no ha sido enmendado. 
La exposición de motivos debe modificarse en tanto la redacción vigente del art. 48 k) EBEP que menciona no deriva como se indica del Real Decreto Ley 20/2012, de 13 de julio, sino de la disposición adicional cuarta de la Ley Orgánica 9/2013, de 20 de diciembre, de control de la deuda comercial en el sector público.
En lo que se refiere al articulado, las novedades se concentran en el artículo 2, en concreto en sus apartados 1 a 4.

La normativa anterior fijaba la jornada de trabajo anual –cifrada en 1.614 horas y 30 minutos-, así como la jornada anual de presencia efectiva, concepto este último que, cuantificado en 1.592 horas, se presentaba en el art. 2.2 de la norma como el resultado de restar a la jornada de trabajo anual las horas correspondientes al permiso por asuntos particulares (El personal tendrá derecho a tres días de permiso por asuntos particulares cuantificados en 22 horas y 30 minutos, que computará como trabajo efectivo y que se deducirán de la jornada anual establecida en el párrafo primero. En consecuencia, la jornada anual de presencia efectiva será de 1.592 horas).
El proyecto se aparta del modelo precedente. Mantiene la jornada de trabajo anual que regía para el ejercicio 2013, pero introduce en el art. 2.3 un nuevo concepto, la jornada anual máxima de presencia efectiva, cuantificada en 1592 horas.
Un esquema normativo como el aplicado en su precedente hubiera conducido a la fijación de una jornada anual de presencia efectiva de 1.584,5 horas, toda vez que la vigente versión del art. 48.k) EBEP reconoce el derecho al disfrute de cuatro días como permiso por asuntos particulares.
Sin embargo, como se ha señalado, ese esquema normativo se modifica, sin que se aporte explicación alguna, en detrimento a nuestro juicio de la claridad que ofrecía su antecedente y, por ende, del principio de seguridad jurídica.

El art. 2.3 del proyecto menciona los días de permiso por asuntos particulares y su incidencia en el cómputo de trabajo efectivo, pero opta por una formulación más genérica, desligada del concreto número de días que pueda reconocer el art. 48 k) EBEP y eludiendo la cuantificación de la jornada anual de presencia efectiva. 
Esta formulación genérica no plantea mayores objeciones, e incluso pudiera resultar más idónea en el contexto de una norma de vigencia indefinida.

Una vez que, sin embargo, el objeto de la norma de ciñe a la fijación de la jornada para un concreto ejercicio anual, extraña la falta de concreción de la jornada anual de presencia efectiva cuyo cumplimiento será el que se exija al personal incluido en el ámbito de aplicación de la norma en el concreto ejercicio. 
Aún más sorprendente resulta la introducción en el apartado 2 de la denominada jornada anual máxima de presencia efectiva. 
No alcanza a vislumbrar quien informa ni la finalidad ni el alcance de señalar una jornada efectiva máxima. 
Mientras que de la aplicación conjunta de los apartados 1 y 3 cabe deducir la jornada anual de presencia efectiva de 1.584,5 horas para el ejercicio 2014, aun cuando no se señale de forma expresa, el apartado 2 contempla una jornada anual de presencia efectiva superior a esa cifra siempre que no exceda el máximo de 1592 horas. 
La incoherencia se nos antoja patente por lo que abogamos por su subsanación. 
El apartado 4 del artículo 2 introduce un tratamiento normativo diferente al de su precedente. 
El art. 2.3 del Decreto 173/2013 precisaba que la jornada anual de presencia efectiva será la que determine las horas por exceso o recuperadas por el disfrute de jornada y/u horas, mientras que en el borrador remitido se indica que la jornada de trabajo anual será la que determine las horas por exceso o recuperadas para el disfrute de jornada u horas libres. 
No disponemos de explicación ni de los motivos ni del alcance o repercusión de la variación de la que, en consecuencia, nos limitamos a dejar constancia.

Por último, procede adaptar el texto de la disposición final, cuya redacción, refiriéndose en términos de futuro a la entrada en vigor el 1 de enero de 2014, resulta inadecuada a la vista de las fechas en que nos hallamos. 
Su literal deberá responder a los efectos temporales que pretenden atribuirse a la norma, sin que cupiera formular objeciones a una eventual eficacia retroactiva dado que la disposición no provoca efectos desfavorables, a salvo, debe señalarse cautelarmente, aquellas novedades cuyo alcance o repercusión se desconocen de conformidad con lo expuesto en líneas precedentes.
Este es mi informe, el cual emito sin perjuicio de cualquier otra opinión mejor fundada en derecho.

Vitoria-Gasteiz, a veintidós de enero de 2014
LA LETRADA

Mirari Erdaide Gabiola
Donostia - San Sebastian, 1 –  01010 VITORIA-GASTEIZ
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